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Introducción


Desde ese 7 de febrero de 1985, cuando fue secuestrado, torturado y ejecutado en Guadalajara Enrique Kiki Camarena, agente de la Administración Federal Antidrogas (DEA, por sus siglas en inglés), las palabras narcotráfico y narcotraficante se integraron al argot de las actividades criminales en México.


El homicidio de este agente antinarcóticos estadounidense fue en Washington el parteaguas a partir del cual la presión sobre el gobierno de nuestro país se conduciría por medio de las amenazas de denunciar, acusar y señalar casos de corrupción por narcotráfico entre las autoridades, policías, militares y políticos mexicanos de los tres niveles de gobierno.


El caso de Kiki Camarena abrió la caja de Pandora y, con ello, la podredumbre de la corrupción por narcotráfico que corroía a una sociedad que a mediados de los años ochenta del siglo pasado consideraba el consumo de drogas como un problema exclusivo de los estadounidenses, si acaso tan sólo de algunos mexicanos “rebeldes” que recibían el coletazo de la influencia del norte por el rocanrol y el movimiento hippie.


Durante varios meses, en ese 1985 los medios de comunicación de México y Estados Unidos desplegaron amplios reportajes sobre el asesinato del agente de la DEA y sus presuntos ejecutores, hechos noticiosos entre los que surgió de manera relevante la figura e imagen del narcotraficante mexicano: el jefe de un grupo criminal que trasegaba drogas, capaz de darle órdenes a generales y comandantes policiacos y de influir sobre el propio presidente de México mediante políticos perfumados que se encontraban en su nómina de pagos; un capo tan sanguinario que se atrevía, ante el atractivo de los dólares, a mandar matar a un amigo o cualquier miembro de su propia familia.


Rafael Caro Quintero, un norteño joven, alto, bragado, presumido y mujeriego, ataviado con camisa de seda (abierta siempre a la altura del pecho para mostrar las gruesas cadenas de oro), pantalón de mezclilla con cinturón ancho y botas vaqueras, apareció como el primer narcotraficante mexicano de talla internacional. Su único “mérito” fue haber desafiado a Estados Unidos dándole muerte a Kiki Camarena.


Aunque en la estructura de poder del cártel de Guadalajara Caro Quintero tal vez no era el verdadero “capo de capos”, su estampa e imagen, gracias a su temperamento y desenfrenado comportamiento y a su modus operandi, se perpetuó como el estereotipo de los jefes del crimen organizado mexicano.


Aunque Estados Unidos también señaló a Ernesto Fonseca Carrillo, don Neto, Miguel Ángel Félix Gallardo, Manuel Salcido Uzeta, el Cochiloco, y Juan José Esparragoza Moreno, el Azul, socios en ese cártel del occidente de México, como coautores y responsables de la muerte de Camarena, su lugar en las actividades del narcotráfico en México no es justamente el más preponderante de esa época. Rafael Caro Quintero los opacó.


La muerte de Camarena a manos de narcotraficantes desató en México una persecución policial de Estados Unidos de una magnitud increíble; dicha acción sólo resulta comparable con la orden que el presidente Woodrow Wilson le dio al general John J. Pershing el 14 de marzo de 1916 para que, al frente de un pelotón de 4 mil 800 soldados, entrara en México a buscar y detener o matar al “bandolero” conocido como el Centauro del Norte, el general Francisco Villa.


Desde 1985 mucho se ha escrito sobre la historia de Camarena y Caro Quintero en periódicos, revistas y libros, tanto en Estados Unidos como en México. También se han realizado documentales, se han filmado películas y se han hecho reseñas en la televisión y la radio. Incluso puede afirmarse que en México este famoso episodio dio origen a los que ahora conocemos como narcocorridos. También es posible que entre todos los crímenes del narcotráfico en México sea el que más resonancia ha tenido internacionalmente, o al menos se encuetra entre los primeros de esta categoría.


El objeto de este libro es aportar información, datos, momentos y nombres sobre el caso Camarena para ayudar a entender la problemática, las consecuencias y las perspectivas de la trágica relación de amancebamiento existente entre México y Estados Unidos por la producción, el tráfico, la demanda y el consumo de drogas.


Los testimonios de tres protagonistas que integraron las filas policiacas o criminales que rodearon a Caro Quintero y demás capos del cártel de Guadalajara, y del principal agente e investigador de la DEA a cargo de esclarecer el homicidio de Camarena, Héctor Berrellez —cuyo trabajo resultó en la extradición, proceso judicial y encarcelamiento de algunos de los implicados—, pueden ser las piezas que hacían falta para completar el rompecabezas.


Para cualquier consulta o duda, las declaraciones de estos cuatro personajes que aquí se reproducen están grabadas, en poder del autor y de la casa editorial.


Las horas de entrevista, que pasaron a ser días, con Berrellez, José 1, José 2 y J33 —a estos tres últimos se los identificará así en este libro por razones de seguridad—, significan desde el punto de vista periodístico un aporte importante para la verdad histórica de un caso criminal que sacudió a la sociedad de dos países.


Durante los reportajes, publicados desde 2013 en el semanario Proceso, los entrevistados hacían afirmaciones que involucraban a la CIA en el caso de Camarena, las cuales alentaron la presente obra.


La historia, los mitos, los misterios y la ficción que rodean a la CIA, agencia de espionaje de Estados Unidos que por regla siempre desmiente lo que se escribe y dice de ella, aunque luego resulte ser verdad, dan ahora un giro muy importante a todo lo que se había revelado sobre el crimen del agente de la DEA en Guadalajara.


En 1988, tres años después del homicidio, la periodista estadounidense Elaine Shannon, en su libro sobre el caso del agente asesinado, Desperados, menciona a la CIA en varios de sus capítulos pero no va más allá: se concentra en exponer los vínculos de corrupción entre el cártel de Guadalajara y las autoridades, militares y policías de México.


Nunca de manera tan directa se había acusado a la CIA de estar ligada con el crimen de Kiki Camarena. Ésta es la primera ocasión en que lo denuncia un ex funcionario federal de Estados Unidos: Héctor Berrellez, secundado por personajes que aseguran haber visto interactuar a Caro Quintero, Félix Gallardo, Fonseca Carrillo, el Cochiloco, a militares, policías y funcionarios del gobierno mexicano con un operador que la CIA tenía en México en esos años: Félix Ismael Rodríguez, el Gato, o Max Gómez.


En su libro El policía (Grijalbo, 2013), Rafael Rodríguez Castañeda, director de Proceso, al hacer una biografía periodística de uno de los policías más sanguinarios y corruptos de la historia de México, Miguel Nazar Haro, pone en evidencia cómo por medio de los oscuros y misteriosos oficios de Max, existía una relación sanguínea entre la CIA y el crimen organizado mexicano.


No ha sido —ni será— el propósito de este libro ofrecerse como prueba de lo que verdaderamente ocurrió hace 29 años con Kiki Camarena. Es una semblanza sustentada en hechos relatados por protagonistas, cuyo único interés periodístico es aportar un grano de arena más a los hechos históricos de México y de Estados Unidos que no han podido esclarecerse.


Desde 2013, Rafael Caro Quintero es nuevamente fugitivo de la justicia mexicana (nunca ha dejado de serlo de la de Estados Unidos) y sus socios del cártel de Guadalajara —con excepción del Cochiloco—, siguen vivos. Ellos, además de muchos de los funcionarios, militares y policías a quienes señalan los cuatro entrevistados podrían ayudar a conocer lo que realmente sucedió aquella tarde del 7 de febrero de 1985 en Guadalajara, Jalisco.
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Caro Quintero: “la impunidad de un criminal”


En la madrugada del viernes 9 de agosto de 2013, un automóvil de modelo reciente, oscuro, con placas del estado de Jalisco, se estacionó muy cerca de la puerta principal del reclusorio preventivo de Guadalajara. El conductor apagó las luces, pero dejó encendido el motor. Esperaba a alguien que saldría del penal de alta seguridad que forma parte del Complejo Penitenciario de Puente Grande. Cinco minutos antes de que las manecillas del reloj marcaran las 2 de la mañana, se abrió la puerta del reclusorio, de donde, caminando sin prisa, salió Rafael Caro Quintero.


“En ese momento el chofer del automóvil prendió las luces y Caro Quintero, como si lo tuviera bien ensayado, caminó hacia el coche, abrió la puerta y éste se alejó a toda prisa de la cárcel y se adentró en las calles de Guadalajara”, se lee en uno de los informes, recolectados por la Procuraduría General de la República (PGR), de los testimonios de los pocos testigos de la liberación de uno de los primeros grandes capos del narcotráfico y el crimen organizado de México.


“Más o menos como a los 10 minutos de que Caro Quintero se fuera en el coche negro —acompañado por otras tres personas, entre ellos, presuntamente, su hijo Héctor— salió del reclusorio otro automóvil, repleto de policías del estado, para perseguirlo”, se sigue leyendo el informe.


La búsqueda fue infructuosa. “Peinaron toda la zona y no lograron ubicarlo”, se destaca en otro de los párrafos del informe que la PGR recopiló cinco horas después del famoso incidente.


La reacción del gobierno de Enrique Peña Nieto fue muy tardía. Caro Quintero recobraba la libertad y después de 28 años de reclusión, seguramente esta vez no permitiría que nunca más lo volvieran a meter tras las rejas de una celda.


Acusado y sentenciado a 40 años de cárcel por el secuestro, la tortura y el asesinato de Enrique Kiki Camarena, agente de la Administración Federal Antidrogas (DEA) de Estados Unidos, y del piloto mexicano Alfredo Zavala Avelar, Rafael Caro Quintero salía libre 12 años antes de cumplir su condena gracias a discrepancias jurídicas del mismo sistema que lo había castigado.


Con base en el recuento que hicieron varios funcionarios del gobierno mexicano seis meses después de la sonada liberación de agosto de 2013, los abogados de Caro Quintero supieron que ésta tendría lugar gracias al “amparo” que habían interpuesto ante el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal, con sede en el estado de Jalisco. Llevaban ya varios meses peleando la liberación, alegando interpretaciones equivocadas en el proceso.


El fallo emitido el 8 de agosto por el Segundo Tribunal Unitario del Tercer Circuito, también en Jalisco, al dar a conocer la resolución del amparo a favor de Caro Quintero: causa penal 82/25-II, determinó “sobreseimiento” del caso.


Según el razonamiento de los integrantes del primer tribunal: José Félix Dávalos, Lucio Lara Martínez y Rosalía Isabel Moreno Ruiz, la presencia y las actividades de Camarena en el territorio mexicano como agente de la DEA representaban una violación a la soberanía nacional por razón de que no estaba acreditado ante la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) como personal diplomático del gobierno de Estados Unidos; de tal forma que quien fuera secuestrado, torturado y asesinado el 7 de febrero de 1985 junto con Zavala Avelar, no tenía, ni estaba autorizado para ostentarlo, pasaporte diplomático de color negro.


“Kiki portaba —explica Héctor Berrellez, ex agente de la DEA, supervisor, durante siete años, de la Operación Leyenda, la investigación secreta creada y dirigida por el gobierno de Estados Unidos para indagar y esclarecer el homicidio, y detener y castigar a todos los involucrados—, como todos los demás agentes de la DEA que estaban en esos años en México, una credencial enmicada y firmada por Bernardo Sepúlveda Amor [a la sazón secretario de Relaciones Exteriores], con la cual se les reconocía como personal diplomático de los consulados de Estados Unidos en México.”


Para el primer tribunal no dejaba lugar a dudas el hecho de que la inmunidad diplomática del agente de la DEA carecía de validez; de ahí que diera por concluidas las acusaciones de privación ilegal y delito calificado en agravio de Camarena y Zavala Avelar contra Rafael Caro Quintero por las que en junio de 2009 fue sentenciado. Consideró, porque Camarena no era diplomático, que hubo “error procesal” en el caso. La misma justicia que, junto con otro capo del narcotráfico y fundador del cártel de Guadalajara, Ernesto Rafael Fonseca Carrillo, don Neto, había condenado a Caro Quintero, lo dejaba en libertad en la madrugada de ese viernes 9 de agosto.


El argumento para justificar la liberación de Caro Quintero establece que, por razones de fuero, no le competía a un tribunal federal, sino a la justicia local, procesar ni juzgar este tipo de delitos. En otras palabras, el tribunal resolvió que el caso Camarena-Caro Quintero era jurisdicción del estado de Jalisco.


El fallo, que sacudió y enfureció a la DEA y al gobierno de Estados Unidos, descalificó la sentencia que en junio de 2009 emitió contra Caro Quintero el Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal, el mismo que en circunstancias jurídicas idénticas y por los mismos cargos condenó a don Neto a pasar cuatro décadas en una celda.


El tribunal colegiado concedió la orden de liberación inmediata de Caro Quintero tomando en cuenta, además, que el reo ya había purgado 15 años de prisión por delitos contra la salud en lo que se refiere a la absolución del cargo de privación ilegal de la libertad de unos 4 mil trabajadores en el rancho conocido como El Búfalo, en el estado de Chihuahua, en el que los sembradíos de mariguana alcanzaban grandes extensiones. Aunado a esto, se le anuló el cargo por la acusación de los asesinatos de los ciudadanos estadounidenses Alberto Radelat y John Walker, ocurridos el 30 de enero de 1985.


De acuerdo con el parecer del tribunal, los delitos por los cuales se acusó a Caro Quintero no forman parte del auto de formal prisión porque el Ministerio Público Federal nunca sustentó ni demostró el cargo de asociación delictuosa que se le imputó al acusado.


La DEA y el gobierno de Estados Unidos vieron la victoria legal de Caro Quintero y sus abogados ante el sistema judicial mexicano como una puñalada por la espalda.


Con 61 años de edad, el cabello totalmente cano, obeso, enfermo como resultado de la vida desenfrenada que llevó hasta antes de ser capturado, Caro Quintero, en el mismo momento en el que legalmente salió de la cárcel, empezó a poner en marcha la estrategia planeada para desaparecer de la vista de los gobiernos de Estados Unidos y México. Él y sus abogados, sabedores de los vericuetos y la ambigüedad del sistema judicial mexicano, sabían que tarde o temprano la DEA doblegaría al gobierno de Peña Nieto para que se revirtiera la orden de su liberación, en esta ocasión incluso con fines de extradición a la Unión Americana.


La ley mexicana dice que a ninguna persona se le puede procesar, juzgar ni sentenciar dos veces por el mismo delito. Por eso, 12 horas después de la liberación de Caro Quintero, la DEA en Washington solicitó a la Corte Federal del Segundo Distrito Oeste, en el estado de California, que revisara minuciosamente el encausamiento contra el capo del cártel de Guadalajara.


Sin que al Departamento de Justicia le importara que los días 10 y 11 de agosto de 2013 fueran sábado y domingo, obligó a trabajar a los funcionarios de la representación de la PGR en la embajada de México en Washington para que los ayudaran a formular una solicitud de arresto contra Caro Quintero, ahora con fines de extradición, que de ninguna manera pudiera revertir o anular las leyes mexicanas.


El mismo día de la liberación de quien en 1985 fuera el narcotraficante mexicano más buscado en todo el mundo, un funcionario de la PGR que habló con el autor resumió de esta manera lo que ocurrió en la madrugada de ese viernes 9 de agosto: “La liberación agarró totalmente desprevenida a la DEA, e inmediatamente, ante la sorpresa, se pusieron a la tarea de revisar el expediente. No podían solicitarlo en extradición por el secuestro, tortura ni asesinato de Camarena porque ya había sido juzgado y sentenciado por esos delitos. Querían que nosotros les dijéramos la causa penal más viable; estaban absolutamente desesperados”.


Preso en un penal mexicano, Rafael Caro Quintero tenía sobre sí la espada de la justicia estadounidense, no obstante lo cual no figuraba siquiera en la lista de los 20 narcotraficantes internacionales perseguidos por la DEA. Su liberación lo puso a la cabeza: oficialmente, a través de un comunicado de prensa, el viernes 9 de agosto de 2013 la DEA expresó una “profunda decepción” por el fallo judicial mexicano en favor del amparo que interpuso la defensa de Caro Quintero y en paralelo, en su página oficial en internet, colocó su nombre y tres fotografías de éste en el lugar número 1 de su lista de los cinco fugitivos internacionales más buscados. Al instante, sin siquiera considerarlo ni catalogarlo como jefe de alguna organización ilícita de México o cualquier otro país, se transformó en el narcotraficante más perseguido por la DEA, por lo menos durante los últimos 30 años, seguido por Vicente Carrillo Fuentes, jefe del cártel de Juárez, el paquistaní Haji Ehai Ibrahim y los colombianos María Teresa Osorio de Serna e Iván Darío Ramírez. Ni Joaquín el Chapo Guzmán Loera, presunto jefe del cártel de Sinaloa, tenía el honor y privilegio de aparecer en esa lista.


El gobierno de Estados Unidos ofreció hasta 5 millones de dólares de recompensa a quien proporcionara información que llevara a la captura de Caro Quintero, para lo cual garantizó todo tipo de confidencialidad por medio de los números de teléfono: 1-866-629-6036, dentro del territorio estadounidense, y 001-866-629-6036, en el extranjero, así como la dirección electrónica caroquinterotips@usdoj.gov.


La primera de las tres fotografías de Caro Quintero insertadas en la lista de la DEA corresponde a su juventud, cuando tenía entre 25 y 28 años edad, con cabello y bigote negros; en la segunda foto se le ve sin el bigote y ya más entrado en años; y en la tercera, las más reciente, tomada pocos meses antes de su liberación, sin bigote y con la cabeza completamente cana, el rostro marcado por dos grandes arrugas que le definen unas mejillas muy colgadas, y otras pequeñas, pero muy acentuadas, en las bolsas de los ojos.


“Nunca —sostiene Berrellez, quien dedicó una parte importante de su vida como investigador y policía profesional a estudiar la vida y modus operandi del ex capo— debió haber sido liberado. Es uno de los criminales más violentos que ha tenido México. Mató a muchos mexicanos, además de Kiki. Espero de verdad que Estados Unidos logre su extradición, aunque dudo mucho que puedan volver a atraparlo vivo”, concluye.


El gobierno de Peña Nieto reaccionó a destiempo. Desde el día de la liberación de Caro Quintero, no hizo más que aceptar que desconocía su paradero. En la PGR y en la DEA hubo una serie de intercambios de información de inteligencia muy contradictorios: que la procuraduría lo tenía ubicado, que agentes federales —aunque a una distancia moderada— lo estaban siguiendo, que el gobierno de Peña Nieto —esto es lo único que determinó la DEA desde el primer momento— simplemente le había perdido el rastro.


El domingo 11 de agosto, con la colaboración obligada del despacho jurídico de la embajada de México en Washington —para evitar contratiempos constitucionales a los que Caro Quintero pudiera apelar—, el Departamento de Justicia ya tenía elaborada y lista la petición de arresto con fines de extradición que inmediatamente entregó al gobierno mexicano por medio de los oficios diplomáticos del Departamento de Estado. El gobierno de Estados Unidos lo acusó formalmente, con base en los encausamientos judiciales en su contra ante la Corte Federal en California, y en Tucson, Arizona, de delitos relacionados con el tráfico y la distribución de mariguana y cocaína, y de lavado de dinero procedente de la venta de narcóticos. Tomando en cuenta que la justicia mexicana nunca lo procesó ni enjuició por este último cargo, constituyó el más sólido para la solicitud de extradición.


Es un hecho que la repentina liberación de Caro Quintero tomó por sorpresa a los gobiernos de Enrique Peña Nieto y de Estados Unidos, aunque hubo algunos acontecimientos previos a lo ocurrido el viernes 9 de agosto que plantean ciertas interrogantes. Por ejemplo, el 12 de junio de 2013, la Oficina de Control de Bienes Extranjeros (OFAC, por sus siglas en inglés), del Departamento del Tesoro de Estados Unidos, anunció una serie de designaciones legales en contra de los familiares directos de Rafael Caro Quintero y aplicó sanciones jurídicas a las empresas de algunos de los afectados.


La OFAC, que sacó su nombre del baúl de los recuerdos del narcotráfico, lo acusó de “haber utilizado una red de familiares y a otras personas como frente para invertir su fortuna en compañías legítimas de bienes raíces en la ciudad de Guadalajara”. Sin dar a conocer las pruebas, el Departamento del Tesoro estableció que era socio de Esparragoza Moreno, el Azul (hoy presuntamente difunto), uno de los fundadores del cártel de Guadalajara, y supuesto líder, junto con el Mayo Zambada García, del poderoso cártel de Sinaloa.


Dos meses antes de su liberación, Caro Quintero se enteró de que, según el gobierno de Estados Unidos, sus cuatro hijos: Héctor Rafael, Roxana Elizabeth, Henoch Emilio y Mario Yibran Caro Elenes, así como su esposa, María Elizabeth Elenes Lerma, y Denisse Buenrostro Villa, su nuera, estaban entre los “narcotraficantes más significativos” y se los mencionaba como cómplices del Azul.


Las otras personas designadas y ligadas con la familia Caro Quintero fueron: Humberto Vargas Correa, José de Jesús Sánchez Barba, José de Jesús, Mauricio y Diego Sánchez Garza, Beatriz Garza Rodríguez, Hilda Riebeling Cordero, Ernesto y Rubén Sánchez González, Michael Adib Madero, Diego Contreras Sánchez y Luis Cortés Villaseñor.


Las empresas socias del Azul y Caro Quintero utilizadas como frente en el lavado de dinero procedente del narcotráfico son, según el gobierno estadounidense: la gasolinera ECA Energéticos, El Baño de María (empresa de jabones y lociones), la zapatería Pronto, la hacienda Las Limas, los grupos Fracsa, Dbardi y Constructor Segundo Milenio, el restaurante bar Los Andariegos (o Barbaresco) y Piscilana (o Albercas y Tinas Barcelona). El Departamento del Tesoro congeló los bienes y las cuentas bancarias de todos los implicados y confiscó sus propiedades en Estados Unidos y aquellos lugares donde se aplica la jurisdicción de este país, amén de que emitió la prohibición a todos los ciudadanos y entidades estadounidenses de tener cualquier relación personal y empresarial con los designados y sus compañías.


Esta decisión del gobierno de Barack Obama anunciada en junio de 2013 alimentó las sospechas de que la DEA en México estaba al tanto del proceso, así como de la actualidad que tenía el amparo que los abogados de Caro Quintero habían presentado en Guadalajara. Pero se especuló, la DEA y, en general, todo el gobierno de Estados Unidos, confiaban en que el recién entrado gobierno de Peña Nieto evitaría a toda costa que Caro Quintero saliera libre. Sin embargo, se equivocaron.


Lo que no podrá evitar el gobierno de Estados Unidos es que Caro Quintero apele a cualquier solicitud de extradición en su contra —explicó el citado funcionario de la PGR, dependencia federal a cargo de Jesús Murillo Karam—. “Hay voluntad de la parte de nuestro gobierno de arrestarlo nuevamente en caso de ser ubicado y, si está bien sustentado y justificado el motivo del arresto, extraditarlo a los Estados Unidos”, subraya.


Detenido el 4 de abril de 1985 en los suburbios de San José, Costa Rica, por un grupo especial de la policía de ese país, asesorado y acompañado por agentes de la DEA, Caro Quintero prácticamente recibió la absolución del tribunal colegiado en Guadalajara por el secuestro, tortura y homicidio de Kiki Camarena en respuesta al amparo de sus abogados. Aquél consideró que el afectado fue responsable del delito contra la salud en la modalidad de siembra, cultivo, cosecha y posesión de mariguana con el propósito de trasiego en el año de 1984 y, según su parecer, también incurrió en un delito que afectó a la comunidad agrícola de El Búfalo, en Chihuahua, compuesta por los ranchos Ojo de Agua, Santa Cruz, San Rafael y cerro El Mogote. Al ser declarado culpable de estos delitos, se lo sentenció a 15 años de cárcel y a pagar una multa de 1 millón de pesos (de 1985).


En conclusión, para justificar en 2013 la orden de libertad inmediata que emitió, el tribunal colegiado explicó que, “en la inteligencia de un estricto cumplimiento al fallo protector, se declara compurgada la sanción privativa de la libertad y prescrita la multa”, determinación por la que Caro Quintero no sólo quedó libre, sino incluso con el derecho y la posibilidad de contrademandar al sistema judicial mexicano, ya que en términos prácticos lo mantuvo en prisión 13 años más de la condena de 15 años que jurídicamente le correspondían. Todavía más: conforme a lo dictaminado por el tribunal, también se le dejó en libertad porque la PGR nunca acreditó la asociación delictuosa que le achacaba el gobierno de Estados Unidos ante los tribunales mexicanos.


Para colmo y fortalecimiento del amparo, en la década de los ochenta no existía en la legislación mexicana el delito de delincuencia organizada, que no se estipuló como crimen sino hasta 1996, esto es, 11 años después del asesinato de Camarena.


Hoy a los ojos de la justicia estadounidense la liberación de Caro Quintero no representa más que la impunidad de un criminal; en las oficinas centrales de la DEA en Washington, aunque más de 90% de los jefes ni siquiera eran policías cuando ocurrió el homicidio de Camarena, hubo mucha consternación: no entendían la lógica jurídica de la liberación.


De manera discreta, pero sin tregua, por medio del Departamento de Estado, la DEA y el Departamento de Justicia, bajo los oficios diplomáticos de su embajador en México, Anthony Wayne, presionaron al gobierno de Peña Nieto para que se encontrara una solución jurídica al caso y, con ello, estar en condiciones de volver a arrestar a Caro Quintero.


El cabildeo diplomático de Wayne surtió efecto. El miércoles 6 de noviembre de 2013 la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) catalogó a Rafael Caro Quintero como prófugo de la justicia y, por ende, autorizaba su detención inmediata.


Integrantes de la primera sala de la SCJN, los ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en una sesión privada que duró aproximadamente dos horas y media, en la que se contó con la presencia de funcionarios de la embajada de Estados Unidos en México así como de representantes de la PGR, votaron a favor de invalidar el fallo del tribunal en Guadalajara que el 8 de agosto autorizó la liberación de Caro Quintero. El único voto en contra fue el del ministro José Ramón Cossío Díaz, cuyos argumentos fueron desechados por sus cuatro colegas.


Oficialmente, la SCJN atendió el caso de la liberación de Caro Quintero por el “pedido de revisión del amparo” que solicitaron Mika Camarena, viuda del agente de la DEA; su hijo, Enrique Camarena, Jr. (fiscal federal en San Diego, California), y la PGR del gobierno de Peña Nieto. Su decisión, que sin lugar a dudas fue el resultado de las presiones y cabildeos de Wayne, consistió en tres resolutivos: primero, revocar la sentencia recurrida; segundo, negar el amparo y, por último, emitir una nueva sentencia por los delitos de secuestro y homicidio de Camarena y Zavala Avelar, piloto de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH) en el sexenio de Miguel de la Madrid Hurtado (1982-1988).


Como algo insólito en la historia de la corte debe calificarse esta resolución: los cuatro magistrados de la primera sala, por un lado, le reconocieron a Camarena, y a la DEA como agencia intergubernamental, un estatus diplomático, es decir, dieron validez a las labores de un policía extranjero dentro del territorio mexicano, lo cual prohíbe la constitución política del país; por el otro, también justificaron la labor de Zavala Avelar en su colaboración con Camarena, con lo cual la SCJN da luz verde para que cualquier funcionario público funja como “informante” o “empleado temporal” de una agencia o corporación extranjera dentro de las fronteras del territorio nacional. Este fallo a favor del gobierno de Estados Unidos para autorizar el arresto de Caro Quintero con fines de extradición sienta, así, un precedente legal muy delicado.


Cualquier entidad gubernamental mexicana, incluso a instancias de otros países, bien podría utilizar esta decisión en un futuro para justificar la presencia, operación y facultades legales de agentes y corporaciones extranjeras; entre éstas, instituciones dedicadas al espionaje, como las agencias Central de Inteligencia (CIA) y Seguridad Nacional (NSA, por sus siglas en inglés) de Estados Unidos, por ejemplo.


La autorización para una nueva detención en contra de Caro Quintero emitidas por la primera sala podría interpretarse como la prueba más clara del éxito que tuvo el cabildeo del embajador Wayne ante el gobierno de Peña Nieto. Es patente que el fallo del miércoles 6 de noviembre de 2013 contradice a lo que habían dictaminado el 28 de marzo de 2012 los ministros de la SCJN Zaldívar, Sánchez Cordero, Pardo Rebolledo y Guillermo Ortiz Mayagoitia (en ese momento, ministro en funciones, hoy jubilado): su rechazo —consideraron que “no tenían méritos suficientes para hacerse cargo del asunto”— a la solicitud de intervención que el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal con sede en Guadalajara le hizo a la corte para que revisara la petición de amparo interpuesta por Caro Quintero; incluso para el caso de Zavala Avelar tampoco era válido el proceso en el marco del fuero federal, ya que la víctima —arguyeron— no realizaba funciones oficiales al momento de su asesinato.


Un año ocho meses antes de que la SCJN reconociera a Camarena como diplomático de Estados Unidos sin que el ex agente de la DEA al momento de su asesinato estuviera adscrito como tal ante la SRE, y a Zavala Avelar, que fungía como colaborador pagado por la DEA y Camarena, e informante de una corporación extranjera que ejercía labores anticonstitucionales, los ministros ya habían validado que el tribunal colegiado en Guadalajara aceptara y diera luz verde al amparo interpuesto por los abogados del capo.


En un intento por acreditar y cubrir con argumentos jurídicos la operación de cabildeo del gobierno de Estados Unidos que ejerció con éxito ante la SCJN, los ministros sostuvieron que, como “diplomático”, Camarena estaba protegido por la Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, por lo que su caso debía ser acogido por el fuero federal.


Los cuatro magistrados que desconocieron la oposición de su colega José Ramón Cossío sostuvieron que las investigaciones que Camarena llevaba a cabo en México “no implicaban intromisión alguna en las tareas encomendadas a las autoridades de nuestro país”. Estas dos líneas en el fallo del 6 de noviembre de 2013 adelgazan aún más el hilo que puede reventar el precedente sentado por la SCJN para casos de la presencia y la actuación de agentes, agencias y corporaciones extranjeras en México.


Con el mayor cuidado a fin dede evitar filtraciones sobre su paradero, el 19 de noviembre de 2013, apenas 13 días después de la emisión del fallo de la SCJN, Caro Quintero, siempre asesorado por sus abogados, hizo llegar una carta a la secretaría particular de la presidencia de la República, con copia a Miguel Ángel Osorio Chong, secretario de Gobernación, y al procurador general Murillo Karam, en la que clamó: “Lo que tenía que pagar ya lo saldé”. Quien en su momento fue considerado como el narcotraficante más poderoso de México, exigía a Peña Nieto no someterse a las presiones ni designios del gobierno de Estados Unidos.


“¿Cómo es posible —cuestionaba Caro Quintero en la carta, en directa alusión a lo dictaminado en junio de ese año por la OFAC— que el país capaz de espiar a presidentes y candidatos presidenciales y de saber lo que hacen, no hizo ninguna acusación contra mi familia durante los veintiocho años y cinco meses en que estuve preso? ¿Por qué esperó a que se avizorara mi liberación para iniciar la cacería en contra de mi esposa, hijos, hija y nuera como supuestos narcotraficantes y blanqueadores de dinero?”, matizaba Caro Quintero en defensa de su familia.


Sin disimulo sostuvo que el fallo de la SCJN en su contra forma parte de una vendetta personal de Estados Unidos. “La justicia que reclama [ese país] para su connacional ya fue pagada en México en las condiciones que se me impusieron [...] por todos los medios está tratando de hacer válida una extradición con tintes de venganza”, recalcó en la misiva. Instó al gobierno de Peña Nieto a que revise nuevamente, pero con justicia, su expediente en el caso Camarena para con ello hacer una valoración apegada únicamente a la legalidad y la justicia. “Que no ceda a presiones políticas, ni que por esa vía se resuelva un asunto que compete únicamente al Poder Judicial”, se lee en el documento recibido en Los Pinos, Gobernación y la PGR.


LA VERDAD ESTÁ EN EL AIRE


La noche del 4 de noviembre de 2013 el Ejército de Venezuela destruyó un avión con matrícula mexicana en Alto Alpure, al sur de la ciudad de Caracas. El Comando Estratégico Operacional de la Fuerza Armada de Venezuela explicó que la aeronave mexicana —un Hawker Siddeley DH-125-400A matrícula XB-MGM, registrada en Monterrey, Nuevo León, presuntamente derribada y casi por completo destruida— ingresó de manera ilegal en el espacio aéreo de la nación bolivariana.


Al día siguiente del incidente, el presidente de Venezuela, Nicolás Maduro, informó que su gobierno había derribado “aviones” vinculados con el narcotráfico que ingresaron ilegalmente en su país.


El asunto provocó de inmediato una serie de desconciertos y sospechas en México. El gobierno de Enrique Peña Nieto solicitó de manera formal al de Maduro una explicación clara respecto del caso del avión con matrícula mexicana. Perplejo, el presidente de Venezuela consideró que no había mucho que explicar. “Que el presidente mexicano sepa que están abogando por un avión que estaba full [lleno] de cocaína”, respondió Maduro a la querella mexicana.


Cuando en México se comenzó a investigar la ruta de vuelo del avión presuntamente derribado u obligado a aterrizar por el comando venezolano, se dijo que originalmente había despegado de la ciudad de Monterrey y que hizo escala en la de Querétaro.


El gobierno de Venezuela informó que en el avión mexicano viajaban dos tripulantes: el piloto, Carlos Alfredo Chávez Padilla, y el copiloto, Mauricio Pérez Rodríguez, y cinco pasajeros: Adriana Jezabel Cruz Méndez, Susana Bernal Rivas, Isaac Pérez Dubon, Manuel Eduardo Rodríguez Benítez y Sergio David Franco Moga.


La identidad de estas personas, en lugar de esclarecer el escándalo, causó más intrigas: tenemos “reservas” respecto a dicha información, preciso por su lado Osorio Chong, y aseveró que eran falsos los documentos que hacían referencia a los tripulantes de la aeronave; 17 días después del incidente, el procurador Murillo Karam afirmó que se conocía ya el nombre verdadero de los pasajeros y mencionó a cuatro de los que viajaban en el avión cuando partió del aeropuerto de Querétaro: Adriana Cruz Méndez, Susana Bernal Rivas, Manuel Rodríguez Benítez y Sergio Franco Moga.


Las autoridades mexicanas aseguraron que el mismo día que despegó de Querétaro, el avión aterrizó en Bonaire, Antillas Holandesas, donde descendieron los cinco pasajeros y no continuaron el viaje. De acuerdo con la PGR, el avión despegó de ahí con destino a La Ceiba, Honduras, con sólo el piloto y el copiloto a bordo. Es más, cuatro de los cinco tripulantes —manifestó—, que ya habían sido interrogados por el ministerio público, regresaron a México procedentes de Bogotá, Colombia, el 7 de noviembre, y se estaba a la espera de que el quinto pasajero volviera al país para también someterlo a un interrogatorio respecto del incidente.


Posteriormente, la prensa mexicana reportó que, de acuerdo con Paul K. Crane, jefe regional de la DEA en México, el avión destruido en Venezuela estaba relacionado con Joaquín, el Chapo, Guzmán Loera, jefe del cártel de Sinaloa, pero no se aportaron ni develaron las pruebas fehacientes para sostener esta aseveración.


Uno de los testigos protegidos del gobierno federal de Estados Unidos entrevistados por el autor de este libro, José 1, ex policía judicial mexicano y ex escolta de don Neto en el cártel de Guadalajara cuando ocurrió el homicidio de Camarena, afirma en entrevista que quienes viajaban en el avión mexicano en realidad eran Caro Quintero y su familia.


“Aún tengo muchos contactos en México —dice, tajante, José 1—. Ellos me aseguran que, efectivamente, el avión salió del norte del país, pero no de Monterrey, sino de Durango, que hizo escala en Querétaro, después en una isla del Caribe y que aterrizó tranquilamente en Venezuela.”
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